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RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de abril de 2021. 

Comparece ante nos la Unión General de Trabajadores (en 

adelante, UGT o peticionario) para solicitar la revocación de la 

Sentencia dictada el 13 de marzo de 20201 por el Tribunal de 

Primera Instancia (TPI), Sala de San Juan. Allí, el foro a quo dejó sin 

efecto el laudo de arbitraje L-16-0165 emitido por la Comisión 

Apelativa del Servicio Público (en adelante, la CASP) decretando la 

nulidad del nombramiento del Sr. Juan Jaime Rodríguez (en 

adelante, Jaime Rodríguez o recurrente). 

Examinado el recurso, resolvemos denegar la expedición del 

auto solicitado.  

-I- 

El 27 de enero de 2012, el Sr. Heriberto Saurí, entonces 

director del Cuerpo de Emergencias Médicas de Puerto Rico (en 

adelante CEM o recurrente), le notificó al señor Jaime Rodríguez 

 
1 Notificada el 12 de junio de 2020. 
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que, efectivo el 1 de febrero de 2012, ascendería al puesto de Técnico 

de Emergencias Médicas-Paramédico-III (TEM-P-III). 

El 21 de marzo de 2012 la División de Empleados Públicos de 

la UGT —en representación del Sr. Rafael Cummings— presentó una 

Solicitud de Arbitraje de Quejas y Agravios ante la Oficina de 

Métodos Alternos de la CASP, impugnando el ascenso del señor 

Jaime Rodríguez. La UGT sostuvo que el ascenso no se realizó 

conforme al Artículo 13 del Convenio Colectivo el cual requiere, entre 

otras cosas, anunciar la oportunidad de ascenso mediante 

convocatoria. 

Luego de varios incidentes procesales, la vista de arbitraje se 

celebró el 28 de septiembre de 2016.2 Conforme a la prueba 

documental y testifical, el árbitro de la CASP emitió y notificó el 5 de 

diciembre de 2016 el laudo de arbitraje L-16-0165. Allí, determinó 

que el CEM incumplió con el Artículo 13 del Convenio Colectivo, por 

lo que declaró nulo el ascenso sin oposición del señor Jaime 

Rodríguez. En consecuencia, la agencia administrativa ordenó el 

descenso del señor Jaime Rodríguez al puesto anterior que ocupaba 

como unionado.3 

En desacuerdo, el señor Jaime Rodríguez presentó el 4 de 

enero de 2017 un recurso de revisión ante el Tribunal de Primera 

Instancia. En síntesis, alegó que fue ascendido por mérito y por 

necesidad del servicio. Además, argumentó que la posición 

impugnada es una gerencial, por lo cual éste ya no era parte de la 

 
2 Las partes no lograron acordar el proyecto de sumisión, por lo que el árbitro de 

la CASP determinó que la controversia a resolverse era la siguiente: 

Determinar si se violentó el artículo 13 del Convenio Colectivo y el 
derecho aplicable al nombrar al INCUMBENTE [señor Jaime 
Rodríguez] al puesto de Técnico de Emergencias Médicas-
Paramédico III (en adelante, TEMP-P-III) mediante ascenso sin 
oposición el 27 de enero de 2012. De confirmarse se desestimará el 

presente caso. De determinarse que la AGENCIA violentó el Convenio 
Colectivo y el derecho aplicable, se emitirá el remedio adecuado 
conforme a derecho.2  

3 Antes de su ascenso, el señor Jaime Rodríguez ocupaba el puesto TEM-P-II, 

incluido en la unidad apropiada. 
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unidad apropiada y no le aplicaban las disposiciones del Convenio 

Colectivo.  

El CEM no recurrió de la decisión del árbitro ante el foro 

primario, pero presentó su posición escrita respecto a los méritos 

del recurso de revisión instado por el señor Jaime Rodríguez. La 

agencia defendió la validez del ascenso por necesidad urgente del 

servicio, según testificado en la vista por el entonces director del 

CEM, el Sr. Heriberto Saurí. Por su parte, la UGT se opuso al recurso 

de revisión.   

Sometida la controversia, el foro primario emitió el 13 de 

marzo de 2020 la Sentencia aquí recurrida. Allí, resolvió que el 

puesto de TEM-P-III no está cubierto por el Convenio Colectivo por 

ser un puesto gerencial excluido de la unidad apropiada de 

negociación. Además, puntualizó que el árbitro erró al descartar el 

testimonio del Sr. Heriberto Saurí, quien demostró haber nombrado 

al señor Jaime Rodríguez por necesidad del servicio, conforme a la 

facultad conferida por el propio Convenio Colectivo. En 

consecuencia, el TPI dejó sin efecto el laudo de arbitraje L-16-0165 

y concluyó que el nombramiento impugnado se realizó conforme a 

derecho, por lo que ordenó la reinstalación del señor Jaime 

Rodríguez en el puesto TEM-P-III. 

La UGT solicitó la reconsideración del dictamen, lo cual fue 

denegado el 5 de agosto de 2020 y notificado al día siguiente. 

Insatisfecho aún, el 8 de septiembre de 2020 la UGT presentó el 

recurso de certiorari que nos ocupa y consignó el siguiente error:  

Erró el Tribunal de Primera Instancia al revocar el laudo de 
arbitraje rendido por la CASP sustituyendo el criterio del 
árbitro ante el cual desfiló prueba del caso por el propio [sic] 
mediante un juicio de novo, sin causa legal que lo justificara. 

 

A su vez, el 16 de octubre de 2020, el CEM presentó su escrito 

en oposición. El señor Jaime Rodríguez no compareció. 
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-II- 

A. 

El mecanismo procesal que tiene disponible una parte que 

desea cuestionar una sentencia final emitida por un Tribunal de 

Primera Instancia para revisar un laudo de arbitraje, lo es el recurso 

de certiorari. 4  

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

dispone sobre los criterios que debemos tomar en consideración 

para determinar la procedencia de la expedición del auto de 

certiorari.5 Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  
(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida a 
la luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, 
o de alegatos más elaborados. 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es 
la más propicia para su consideración.  
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no 
causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio.  
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.6  
 

Siendo la característica distintiva para la expedición de este 

recurso la discreción conferida al tribunal revisor, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha dispuesto que:  

[d]e ordinario, no se intervendrá́ con el ejercicio de discreción 
de los tribunales de instancia, salvo que se demuestre que 
hubo un craso abuso de discreción, o que el tribunal actuó ́ con 
prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la interpretación 
o aplicación de cualquier norma procesal o de derecho 
sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa evitará un 
perjuicio sustancial.7  
 

De manera que, si la actuación del foro recurrido no está 

desprovista de base razonable ni perjudica los derechos sustanciales 

 
4 Hospital del Maestro v. UNTS, 151 DPR 934, 942 (2000). 
5 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 
6 Id. 
7 Zorniak Air Services v. Cessna Aircraft Co., 132 DPR 170, 181 (1992) citando 
Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986).  
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de las partes, deberá prevalecer el criterio del juez de primera 

instancia a quien le corresponde la dirección del proceso.8  

B. 

Como regla general, una vez finaliza un trámite ante el árbitro, 

sus determinaciones contenidas en el laudo son finales e 

inapelables, por lo que las cuestiones atendidas en un laudo no 

pueden litigarse ante los tribunales.9 Ello responde al principio de 

auto restricción y en la deferencia que los tribunales otorgamos a la 

interpretación de los árbitros.10 Sin embargo, existen situaciones 

donde los tribunales no están impedidos de intervenir con estos. Los 

laudos de arbitraje se pueden impugnar judicialmente si se 

demuestra: (a) la existencia de fraude; (b) conducta impropia del 

árbitro; (c) falta de debido proceso de ley; (d) que el laudo resulte 

contrario a la política pública; (e) falta de jurisdicción; o (f) que no 

se resuelvan todas las cuestiones de controversias que se 

presentan.11  

En ese sentido, se ha reiterado que un laudo basado en la 

sumisión voluntaria de las partes estará sujeto a revisión judicial 

cuando se haya pactado que la controversia sometida al árbitro sea 

resuelta conforme a derecho.12 Aquí la función revisora de los 

tribunales se circunscribe a determinar las cuestiones resueltas son 

conforme a derecho; delimitar o precisar el derecho aplicado por el 

árbitro; y concluir si el derecho aplicado es el vigente en nuestro 

ordenamiento jurídico para, de tal manera, confirmar, revisar o 

modificar, parcialmente el laudo.13 

 
8 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo,189 DPR 414, 434-435 (2013); Sierra v. 
Tribunal Superior, 81 DPR 554, 572 (1959). 
9 Vivoni Farage v. Ortiz Carro, 179 DPR 990, 1007 (2010). 
10 Depto. Educ. v. Díaz Maldonado, 183 DPR  315, 325 (2011). 
11 Id., págs. 325-326.  
12 Id, pág. 325. 
13 D. Fernández Quiñones, El Arbitraje Obrero-Patronal, 1ra ed., Colombia, Ed. 

Forum, 2000, pág. 577. 
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Por el contrario, cuando el convenio no dispone que el laudo 

se emita conforme a derecho, los árbitros tienen autoridad para 

diseñar un remedio adecuado y consustancial con dicho convenio. 

Dicha autoridad y flexibilidad de ofrecer remedios, no está disponible 

cuando el laudo se ha emitido conforme a derecho.14 

-III- 

 En el presente caso, la UGT está convencida de que la decisión 

del árbitro de la CASP de anular el nombramiento del señor Jaime 

Rodríguez no fue contraria a derecho; de manera que el foro primario 

estaba impedido de revisar de novo el laudo en cuestión. 

En primer orden, contrario a la apreciación de la UGT, 

razonamos como correcta la intervención del foro primario en la 

revisión del laudo de arbitraje emitido por la CASP. Particularmente, 

porque el Art. 8, Sec. 8, inciso (c) del Convenio Colectivo establece 

que los laudos de arbitraje que se emitan deben ser conforme a 

derecho.15 Por ende, el TPI tenía autoridad para entrar a considerar 

los méritos del laudo de arbitraje, relativo a la anulación del ascenso 

del señor Jaime Rodríguez al puesto TEM-P-III por entender que no 

había sido emitido conforme a derecho.  

En segundo orden, sostenemos que no erró el foro primario al 

revocar el laudo de arbitraje L-16-0165 en cuestión, toda vez que el 

puesto impugnando está expresamente excluido de la unidad 

apropiada de negociación conforme lo dispuesto en la Sec. 2 del Art. 

4 del Convenio Colectivo.16 De manera que, siendo el puesto TEM-

P-III uno de naturaleza gerencial, el CEM no estaba obligado a 

notificar el ascenso del señor Jaime Rodríguez, conforme a las 

disposiciones del Convenio Colectivo. Más bien, como señaló el foro 

primario, quedó demostrado con el testimonio del entonces director 

 
14 COPR v. SPU, 181 DPR 299, 330 (2011).  
15 Exhibit 1 del recurso de certiorari, pág. 20. 
16 Id., pág. 10. 
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del CEM que éste poseía facultad para ascender al señor Jaime 

Rodríguez al puesto en cuestión por necesidad urgente del servicio; 

y así lo hizo. 

 En definitiva, toda vez que no encontramos en la decisión 

recurrida indicio alguno de pasión, prejuicio, parcialidad o error 

manifiesto, no intervendremos con la determinación del foro 

recurrido.  

-IV- 

Por lo fundamentos antes expuestos, denegamos la expedición 

del auto de certiorari solicitado.  

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 

 
                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


